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I)   NOVEDADES NORMATIVAS.-
0.  Europa.-

· Directiva 2007/24/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de mayo de 2007, por la que se deroga la Directiva 71/304/CEE del Consejo, relativa a la supresión de las restricciones a la libre prestación de servicios en el sector de los contratos administrativos de obras y a la adjudicación de contratos administrativos de obras por medio de agencias o sucursales  (DOUEL, 14 Junio 2007).

· Reglamento 1422/2007 de la Comisión, de 4 de diciembre de 2007, por el que se modifican las Directivas 2004/17/CE y 2004/18/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que concierne a los umbrales de aplicación en los procedimientos de adjudicación de contratos (DOUEL, 5 diciembre 2007).
1.  Estado.-

· Orden FOM/3845/2006, de 5 de diciembre, por la que se modifica la Orden de 14 de marzo de 2001, por la que se regulan la composición y funciones de la Junta de Contratación, la Comisión de Retribuciones y la Comisión de Informática del Ministerio de Fomento. (BOE 19-XII-2006)

· Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2007. (BOE 29-XII-2006)

· Resolución de 28 de diciembre de 2006, de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera, por la que se hace público el tipo legal de interés de demora aplicable a las operaciones comerciales durante el primer semestre natural del año 2007.  (BOE 2-I-2007)

· Orden EHA/2/2007, de 9 de enero, de declaración de bienes y servicios de contratación centralizada.  (BOE 12-I-2007)

· Orden FOM/4247/2006, de 28 de diciembre, por la que se aprueban las normas y condiciones generales para la contratación de Puertos del Estado y las Autoridades Portuarias.  (BOE 19-I-2007)

· Orden EHA/124/2007, de 24 de enero, sobre índices de precios de mano de obra y materiales correspondientes a los meses de febrero, marzo, abril, mayo y junio de 2006, aplicables a la revisión de precios de contratos de las Administraciones Públicas.  (BOE 30-I-2007)

· Resolución de 23 de enero de 2007, de la Dirección General del Patrimonio del Estado, por la que se publica la recomendación de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa respecto de la aplicación de la publicidad de los anuncios de los procedimientos de adjudicación y de las adjudicaciones de los mismos en el «Diario Oficial de la Unión Europea».  (BOE 6-II-2007)

· Resolución de 26 de febrero de 2007, del Instituto de la Mujer, por la que se constituye, con carácter permanente, la Mesa de Contratación del organismo, y se designa su composición.  (BOE 1-III-2007)

· Orden EHA/499/2007, de 28 de febrero, sobre índices de precios de mano de obra y materiales correspondientes a los meses de julio, agosto y septiembre de 2006, aplicables a la revisión de precios de contratos de las Administraciones Públicas.  (BOE 7-III-2007)

· Resolución 340/38022/2007, de 1 de marzo, de la Dirección General de Infraestructura, por la que se delegan competencias en el Director Gerente del organismo autónomo Gerencia de Infraestructura y Equipamiento de la Defensa en materia de contratación administrativa.  (BOE 14-III-2007)

· Resolución de 15 de marzo de 2007, de la Dirección General para la Biodiversidad, por la que se constituye la Mesa de Contratación de este Centro Directivo y se establece su composición.  (BOE 10-IV-2007)

· Resolución de 20 de marzo de 2007, del Museo Nacional del Prado, por la que se modifica la composición de la Mesa de Contratación permanente.   (BOE 10-IV-2007)

· Orden EHA/1488/2007, de 23 de mayo, sobre rectificación de los índices de energía de julio, agosto y septiembre de 2006 y los de mano de obra y materiales correspondientes a los meses de octubre, noviembre y diciembre de 2006, aplicables a la revisión de precios de contratos de las Administraciones Públicas.   (BOE 29-V-2007)

· Resolución de 28 de mayo de 2007, de la Dirección General de Tráfico, por la que se modifica la de 22 de diciembre de 2000, por la que se designa la Mesa de Contratación de la Jefatura Central de Tráfico.  (BOE 26-VI-2007)

· Resolución de 26 de junio de 2007, de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera, por la que se hace público el tipo legal de interés de demora aplicable a las operaciones comerciales durante el segundo semestre natural del año 2007.  (BOE 30-VI-2007)

· Orden EHA/2364/2007, de 31 de julio, sobre índices de precios de mano de obra y materiales correspondientes a los meses de enero y febrero de 2007, aplicables a la revisión de precios de contratos de las Administraciones Públicas.   (BOE 2-VIII-2007)

· Real Decreto 1109/2007, de 24 de agosto, por el que se desarrolla la Ley 32/2006, de 18 de octubre, reguladora de la subcontratación en el Sector de la Construcción.  (BOE 25-VIII-2007)

· Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público.    (BOE 31-X-2007)

· Ley 31/2007, de 30 de octubre, sobre procedimientos de contratación en los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales.    (BOE 31-X-2007)

2.  Comunidades Autónomas.-

A)
País Vasco

· Orden de 18 de enero de 2007, de la Consejera de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio, por la que se establecen requisitos y criterios ambientales a introducir en los pliegos de cláusulas administrativas que rijan en los contratos de este Departamento y de las entidades vinculadas o dependientes del mismo.   (BOPV 7-II-2007)

· Orden de 20 de junio de 2007, de las Consejeras de Hacienda y Administración Pública y de Transportes y Obras Públicas, de modificación de la Orden de creación de la Mesa de Contratación del Departamento de Transportes y Obras Públicas.   (BOPV 1-VIII-2007)

· Resolución de 17 de septiembre de 2007, del Director de Trabajo y Seguridad Social, por la que se hace público en forma bilingüe el modelo de Libro de Subcontratación regulado en el Real Decreto 1109/2007, de 24 de agosto, por el que se desarrolla la Ley 32/2006, de 18 de octubre, reguladora de la subcontratación en el Sector de la Construcción.   (BOPV 18-X-2007)

B)
Cataluña

· Orden ECF/91/2007, de 10 de abril, de supresión de la Junta de Contratación del Departamento de Economía y Finanzas.   (DOGC 23-IV-2007)

· Decreto 136/2007, de 19 de junio, por el que se crea el Registro de Convenios y Contratos en el ámbito de la asistencia sanitaria pública.   (DOGC 21-VI-2007)

· Ley 3/2007, del 4 de julio, de la obra pública.   (DOGC 6-VII-2007)

D)
Andalucía
· Resolución de 29 de septiembre de 2006, de la Agencia Andaluza de la Energía, por la que se determina la composición de la Mesa de Contratación con carácter permanente de la Agencia Andaluza de la Energía.  (BOJA 30-X-2006)

E)
Asturias
· Resolución de 19 de febrero de 2007, de la Consejería de Medio Rural y Pesca, por la que se aprueba el pliego de condiciones generales de los Convenios Forestales.   (BOPA 12-III-2007)

· Resolución de 19 de febrero de 2007, de la Consejería de Educación y Ciencia, por la que se modifica la de 4 de agosto de 2003, por la que se constituyó la Mesa de Contratación de la Consejería de Educación y Ciencia. (BOPA 15-V-2007)

F)
Cantabria
· Decreto 14/2007, de 1 de febrero, por el que se regulan los premios a la innovación y mejora de los servicios públicos en la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria. (BOC 12-II-2007)

G)
La Rioja
· Resolución de 4 de octubre de 2007, de la Dirección General de Trabajo, por la que se aprueba el modelo de Libro de Subcontratación a utilizar en la Comunidad Autónoma de La Rioja por los contratistas que subcontraten con un subcontratista o trabajador autónomo parte de la obra que tenga contratada.   (BORLR 9-X-2007)

I)
Comunidad Valenciana
· Orden de 7 de marzo de 2007, de la Conselleria de Sanidad, por la que se delegan competencias en materia de contratación administrativa y de gestión económica en determinados órganos de la Conselleria.   (DOCV 30-III-2007)

J)
Aragón
· Decreto 262/2006, de 27 de diciembre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Reglamento de la producción, posesión y gestión de los residuos de la construcción y la demolición, y del régimen jurídico del servicio público de eliminación y valorización de escombros que no procedan de obras menores de construcción y reparación domiciliaria en la Comunidad Autónoma de Aragón (BOA 3 Enero 2007)

L)
Canarias
· Decreto 48/2007, de 27 de febrero, por el que se aprueban los pliegos tipo de condiciones particulares para la contratación patrimonial directa de adquisiciones onerosas y arrendamientos de inmuebles por la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias. (BOIC 8-III-2007)

M)
Navarra
· Ley Foral 1/2007, de 14 de febrero, de modificación de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administración Local de Navarra, en materia de contratación local.   (BON 23-II-2007)

P)
Madrid
· Orden de 10 de noviembre de 2006, de la Consejería de Hacienda, por la que se modifica la Orden de 8 de marzo de 2002, del Consejero de Hacienda, por la que se dictan instrucciones sobre el alcance de las garantías a que se refiere el artículo 10, apartado 1, letra c), párrafo primero de la Ley 2/1995, de 8 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad de Madrid, y la Orden de 1 de octubre de 2004, de la Consejera de Hacienda, por la que se adecuan los modelos de garantías que se constituyan mediante aval o seguro de caución en procedimientos de contratación.  (BOCM 20-XI-2006)

· Orden de 19 de enero de 2007, de la Consejería de Hacienda, sobre la presentación telemática de solicitudes en los procedimientos del Registro de Licitadores de la Comunidad de Madrid, la consulta en Internet de los datos registrados y el acceso por medios electrónicos a los certificados de inscripción.  (BOCM 13-II-2007)

· Orden 100/2007 de 11 de julio, del Consejero de Economía y Consumo, por la que se designa, con carácter permanente, a los miembros de la Mesa de Contratación de la Consejería. (BOCM 19-VII-2007)

Q)
Castilla y León
· Orden HAC/1102/2007, de 31 de mayo, por la que se regula el Registro de Licitadores de la Administración de la Comunidad de Castilla y León.   (BOCL 22-VI-2007)
II)   NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.-
1.  Tribunal Supremo   (TS).-

A.- CONTRATACIÓN

· STS de 23 de enero de 2007, Sección cuarta.

Recurso de casación contra la STSJ de Murcia que había estimado recurso contencioso administrativo interpuesto por unos arquitectos contra la resolución del contrato de elaboración de un proyecto para la construcción de un Pabellón de Gobierno y Gestión de la Universidad de Murcia.

Inmediatamente después de la adjudicación el Rector ordenó iniciar actuaciones para modificar la redacción del proyecto, ante las carencias presupuestarias, y cambiar el objeto del mismo por el de un aulario. Dicha modificación fue aceptada por los adjudicatarios, si bien inmediatamente después un informe de la Asesoría Jurídica considera contraria a Derecho la mencionada modificación, acordándose por ello el inicio de expediente de resolución de contrato por desistimiento de la Administración.

La STS considera que no existió modificación de contrato puesto que tras el preceptivo informe jurídico decidió dar por finalizado el expediente de modificación contractual e iniciar el de resolución.

El Tribunal de instancia dio por consumada una modificación que no llegó a producirse porque no se perfeccionó el inicial contrato de y porque la pretendida modificación de éste también se frustró porque la pretensión de cambiar el objeto lo hacia inviable al tratarse en realidad de un contrato distinto y esa circunstancia fue conocida inmediatamente por los recurrentes.

· STS de 30 de enero de 2007, Sección cuarta   (La Ley 2477/2007). 

Recurso de casación contra la ST de la A.N.  de 4 de febrero de 2004, dictada con motivo de la impugnación de la resolución del Ministerio de Hacienda de 18 de mayo de 2000 por la que acuerda la prohibición de contratar de la recurrente CULMAR SL, declarando la sentencia de instancia “estimar la demanda únicamente a los efectos de que por la Administración se gradúe de acuerdo con las reglas que rigen el principio de proporcionalidad”.

El hecho que motivó la prohibición de contratar consistió en la presentación de  certificaciones falsas. El principal motivo de casación aducido por los recurrentes es la infracción del RD 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora. El motivo es desestimado por la STS que recuerda que si bien la STS de 30 de octubre de 1995 calificó la naturaleza de la prohibición de contratar como sanción, la STS de 28 de marzo de 2006, lo ha negado. La Sala afirma que “la contratación pública y la privada parten de la exigencia de la capacidad de obrar de las personas como condición previa. La validez del contrato exige unas especificas condiciones personales de los sujetos a fin de no caer en la nulidad de la contratación.” “Los sujetos han de reunir no solo condiciones de índole económica, de índole técnica, sino también moral, al no incurrir en ninguna de las prohibiciones de contratar consideradas en la norma”. El concepto de honorabilidad, comprensivo de una vasta lista de tachas a evitar durante la vigencia de la relación contractual es lo suficientemente extenso como para comprender situaciones en las que no se ha llegado a una sanción, penal o administrativa, pero la conducta del sujeto que incurre en ella evidencia un notable riesgo para el tráfico jurídico que debe evitarse.  No se aprecia lesión de la normativa reguladora del procedimiento sancionador dado que no al constituir sanción no debe exigirse su cumplimiento.

· STS de 8 de febrero de 2007     (La Ley 3331 /2007). 
Recurso de casación interpuesto contra Sentencia del TSJ de Cantabria que desestimó la reclamación de honorarios a la Administración  realizada por un Arquitecto. La cuestión debatida se refiere esencialmente a la prohibición de enriquecimiento injusto por parte de la Administración

Diversas Consejerías de una C.A. encargaron a un arquitecto, que era funcionario de la CA, proyectos de obras en diferentes lugares del territorio. El arquitecto reclama  el pago de los honorarios y tras considerar desestimada por silencio administrativo interpone sendos recursos contencioso-administrativos. El TS desestima las pretensiones del recurrente.

No puede decirse que el contrato nulo por haberse prescindido totalmente del procedimiento tenga una total carencia de efectos; y debe evitarse que la Administración se beneficie de su propia torpeza y obtenga un enriquecimiento injusto. Pero asiste la razón a la Comunidad Autónoma cuando alega que las circunstancias que se dan en este supuesto no son las mismas que concurrían en los casos sobre los que se pronunciaron las Sentencias que se alega. Esta Sala debe valorar especialmente las peculiaridades del caso, que no se dieron en los resueltos por estas otras Sentencias, y que son los siguientes: que quien elaboró los proyectos de obras tenia la condición de funcionario; que dicha persona estaba incursa en una prohibición de contratar por incompatibilidad; y que si las Consejerías de la Comunidad Autónoma le encargaron la elaboración y dirección de proyectos, ello se debió a que la persona en cuestión podía prevalerse de una situación privilegiada, cuando menos respecto a la obtención de información sobre la necesidad de realización de las obra.

· STS de 13 de febrero de 2007    (La Ley 3329/2007).
Recurso de casación contra STAN, que estimó la reclamación de abono de intereses por el retraso en el pago de la liquidación provisional. La cuestión debatida consiste en la determinación del dies a quo como fecha inicial de cómputo de los intereses de demora: si la fecha inicial es una vez transcurrido el plazo de nueve meses desde la recepción provisional o bien desde la entrega material de la obra.

“La administración está obligada a realizar el acta de recepción provisional de las obras cuando éstas se entreguen por parte del contratista, y prevé en garantía del contratista ante el retraso en el pago, que debe hacerse una vez entregada  la obra y recibida por la Administración, el abono de los intereses”. Si la Administración recibió sin ningún problema las obras, desde esa fecha estaba obligada a realizar el acta de recepción provisional, la demora no se puede aplicar en perjuicio del contratista que ha cumplido con sus obligaciones.

· STS de 28 de febrero de 2007    (La Ley 6641/2007).

Recaída en recurso de casación contra Sentencia de instancia que estimaba un recurso contra la inejecución por parte del Ministerio de Fomento, del acto firme de reconocimiento del derecho de la recurrente a percibir una cantidad devengada en concepto de intereses por la demora en el pago de una cantidad principal dimanante de la ejecución de obras no inicialmente previstas en el contrato y que resultaron necesarias. Se trata de una petición de intereses, respecto al importe de la obra realizada por el contratista, en relación con obras inicialmente no previstas en el contrato y que resultaron necesarias, tras la construcción de la variante de la carretera N-II Madrid a Francia por la Junquera.

La STS aborda cuestiones de hondo calado sobre institutos básicos de nuestro procedimiento administrativo, particularmente sobre el silencio administrativo. Sin desdoro de la importancia de la cuestión, dada la naturaleza de este comentario jurisprudencial, circunscrito a contratos y servicios públicos, limitare el análisis de la misma a los aspectos directamente relacionados con su objeto, sin perjuicio de la exposición de las premisas fundamentales que sobre dicho instituto sostiene la Sala y que inciden directamente en el contenido del fallo.

La cuestión a valorar es si el procedimiento de autos se inicio o no a solicitud del interesado, e íntimamente vinculado con ello la determinación de si es posible aislar la reclamación de abono de intereses del procedimiento de contratación en el que esta inserta. 

La tesis de la sentencia de instancia parte de una consideración equivocada “considerar que cualquier petición del interesado da lugar o debe dar lugar a un procedimiento iniciado a solicitud del interesado”. A juicio de la STS  el artículo 43 LPAC se refiere a procedimiento y no a solicitudes. La LPAC hace referencia a solicitudes insertas en procedimientos determinados. Circunstancia ésta, insita en la inicial redacción de la LPAC, tal y como se observaba en el artículo 43 y particularmente en la DA 3°, que la modificación efectuada a través de la Ley 4/1999, hace aún más patente, tanto en su Exposición de Motivos, que hace referencia a la simplificación de los procedimientos administrativos existentes, como en el artículo 42.2 que refiere la obligación de resolver al plazo fijado por la norma reguladora del correspondiente procedimiento, como en la DA 1°, 2,  que ordena la adaptación de aquellos al sentido del silencio establecido en la ley. “El silencio regulado en los artículos 43 y 44 LPAC solo opera en el marco de alguno de los procedimientos reconocidos como tales en el ordenamiento jurídico...   No existe un procedimiento relativo a la ejecución del contrato de obras.... La ejecución del contrato y todas sus incidencias debe reconducirse al procedimiento contractual de adjudicación del contrato”.  Este tipo de procedimientos son iniciados de oficio por lo que según el artículo 42 LPAC deben considerarse desestimadas las pretensiones del administrado.

Existencia de voto particular, que por su interés paso a resumir, intentado circunscribir su recensión a los aspectos mas directamente relacionados con el objeto de este comentario jurisprudencial:

La E.M. de la LPAC explica que la Ley introduce un nuevo concepto sobre la relación Administración-ciudadano. Consecuencia de ello su finalidad no es dar carácter positivo a la inactividad de la Administración sino impedir que los derechos de los particulares se vacíen de contenido. La modificación efectuada por la Ley 4/99 generaliza el carácter positivo del silencio, en el artículo 43.2 LPAC.

La interpretación que realiza la STS del artículo 43, que se refiere a procedimientos instados por el interesado o en su caso a solicitudes hechas dentro de un procedimiento formalizado normativamente, deja fuera de la técnica del silencio, a la mayor parte de las solicitudes dirigidas a la Administración que no se insertan en un procedimiento formalizado, con lo que la vocación del legislador de luchar contra la inactividad no seria efectiva. 

No comparte igualmente la inexistencia de autonomía de la reclamación de intereses respecto del procedimiento de adjudicación del contrato de obra. Se trata de una reclamación de intereses generados “ex legem”, de una deuda principal reconocida y pagada, que tiene completa autonomía.

En línea con esta nueva toma de posición jurisprudencial se pronuncia la STS de 29 de mayo de 2007, (La Ley 52126), en el recurso de casación interpuesto contra la Sentencia de instancia dictada en el recurso contra la inactividad de la Dirección General de Carreteras del Ministerio de Fomento en la reclamación de cantidad en concepto de intereses de demora pendientes de pago y devengados por retraso en el pago de la liquidación provisional de una obra, y la STS de 9 de julio de 2007 ( La Ley 79390), dictada en relación con la petición dirigida a la Administración solicitando daños y perjuicios tras la suspensión temporal de una obra. que expresamente afirma que “lo relevante es la desestimación de cualesquiera pretensiones que se ejercitaran en el ámbito del procedimiento contractual que no fueron objeto de respuesta material”.  

Si bien en un contexto diferente, dado que la controversia se plantea ante una autopista de peaje, en nuestro derecho una concesión mixta de obra y servicio publico que supone la utilización de terrenos de dominio publico,  la tesis de que no es posible aplicar las normas sobre silencio de las Administraciones públicas en materia de contratos administrativos, se reitera por la STS de 20 de junio de 2007 (La Ley 61008/2007), que afirma que “la misma construcción por la Ley vigente de la figura institucional del silencio administrativo parece estar excluyendo los procedimientos contractuales”, circunstancia ésta que en el supuesto analizado cuenta con particular apoyo puesto que a tenor del artículo 43.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre , quedan exceptuados de la aplicación de las normas sobre el silencio los procedimientos en los cuales la estimación tenga como consecuencia la adquisición de facultades relativas al dominio publico o al servicio publico.

· STS de 27 de marzo de 2007    (La Ley 20537/2007).
Recurso de casación contra la sentencia de instancia que declara la nulidad del acto de aprobación de un Plan de Actuación integrada promovido por una entidad mercantil y de adjudicación a ésta del mismo, porque en la persona del concejal de urbanismo de la entidad local concurre asimismo la condición de Administrador Único de la empresa adjudicataria.

La cuestión controvertida radica en la aplicación o no de las previsiones sobre prohibición de contratar contenidas en el artículo 20 TRLCAP a la figura del Agente urbanizador. Parte de la premisa de que el mencionado artículo tiene carácter básico, y que remite a los supuestos de incompatibilidad del personal al servicio de las Administraciones Públicas, entre los que se encuentra pertenecer a Consejos de Administración, órganos rectores de empresas o entidades privadas, si su actividad está directamente relacionada con las que gestiona el Departamento o entidad en que preste sus servicios el afectado. Aún reconociendo la singularidad de la figura del agente urbanizador la STS considera que no puede sostenerse que haya de estar al margen del sistema de incompatibilidades mencionado, de forma que las relaciones derivadas de la adjudicación del Programa se rigen por las normas básicas de la contratación administrativa en cuanto a las prohibiciones para contratar, sin que los preceptos de la ley urbanística autonómica sean opuestos a ellas o incompatibles con la ley básica estatal.

· STS de 16 de mayo de 2007     (La Ley 52123/2007). 

Recurso de casación contra una Sentencia de instancia que confirma que la Sociedad Estatal Correos y Telégrafos SA puede prestar servicios postales universales no reservados en exclusiva a ella y que lo puede realizar por medio de un convenio de colaboración con exclusión de la legislación de contratos de las Administraciones Públicas, en lo que afecta al sistema de publicidad y concurrencia.

La STS ratifica las tesis de la sentencia de instancia que considera que el artículo 58 de la Ley 14/2000, de Medidas, Fiscales, Administrativas y de Orden Social, ley especial y posterior al artículo 3, d) LCAP constituye una excepción a la regla general establecida por ésta, de forma que habilita para que queden dentro de los convenios de colaboración con las Administraciones Públicas todos los servicios relacionados con su objeto social, no solo los servicios postales reservados a dicha mercantil, dado que según establece el artículo 58.2 de la Ley 14/2000 integra el objeto social “la asunción obligatoria de los servicios relacionados con su objeto social que pueden encomendarle las Administraciones Públicas”.

· STS de 31 de mayo de 2007    (La Ley 61016)   y STS de 1 de junio de 2007  (La Ley 52137).

Ambas Sentencias, ante supuestos muy parecidos pero no idénticos, en los que se han presentado en los respectivos procedimientos licitatorios documentación acreditativa de la capacidad del contratista cuyo contenido se ha acreditado como falso, ratifican la tesis de que el acto administrativo por el que se establece la prohibición de contratar con la administración no tiene carácter sancionador, si bien al ser un acto limitativo de derechos deben aplicarse a estas prohibiciones ciertos principios y garantías propios del procedimiento sancionador, pero no se aplica el régimen jurídico de las sanciones administrativas en su integridad.

Asimismo establecen la existencia de responsabilidad objetiva de la empresa, puesto que es ella quien facilita datos falsos a la Administración, en los supuestos en que se haya comprobado que la firma se falsifico por persona o personas desconocidas.  

· STS de 26 de junio de 2007   (La Ley 61035/2007).

Recurso de casación planteado contra Sentencia de la A.N. por la que se desestimaba recurso contencioso administrativo interpuesto por una Correduría de Seguros contra resolución del Ministerio de Defensa que desestimaba recurso ordinario interpuesto por la actora contra el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares que regía la contratación de servicios de mediación de seguros para la cobertura de determinados riesgos.

La primera cuestión que se plantea es la calificación del contrato, que la Administración contratante califica como de “servicios de mediación de seguros” y el recurrente considera como de “consultoría y asistencia técnica”. La STS considera que el contrato es un contrato de naturaleza privada, al no tratarse de un contrato administrativo típico ni de un contrato administrativo especial ya que el órgano de contratación no actúa en el ámbito de su giro o tráfico administrativo.

La segunda cuestión hace referencia a la exigencia del artículo 11 LCAP en relación con el artículo 14 LCAP, de precio cierto y a la alegación de que no puede considerarse como tal la previsión que se realiza en el Pliego de Condiciones regulador del contrato. La STS hace suya la tesis de la Sentencia de instancia que se fundamenta en que el contrato tiene un precio, cierto y determinable, que es la comisión derivada de las pólizas intermediadas, que el  adjudicatario percibirá de los contratistas de seguros.

La tercera cuestión suscitada hace referencia a la inaplicación de los artículos 99 LCAP y 60 LGP, por inexistencia de cobertura presupuestaria, puesto que la Administración no había presupuestado el gasto, y obliga a un tercero, las aseguradoras, a abonar el importe de la comisión.  La STS considera que al no haber gasto para la Administración no era necesario presupuestarlo y que  al tratarse de un contrato privado, la libertad de pactos prevista en el artículo 4 LCAP permite concertar las condiciones que se consideren convenientes, siempre que no sean contrarios al interés público, ordenamiento o principios de buena administración.

La cuarta cuestión relevante hace referencia a la vulneración del artículo 86 LCAP que establece con carácter enunciativo los criterios que han de servir de base para la adjudicación de los contratos mediante el sistema de concurso. La STS considera que los criterios contenidos en el Pliego de Condiciones, tales como la implantación de la entidad a nivel nacional o la existencia de experto en la contratación de seguros de vida o de accidente o la asistencia a la administración para contratar las pólizas como en el siniestro son criterios objetivos adecuados a la naturaleza de un contrato, que no se olvide es un contrato privado de mediación de seguros.

Por último, la quinta cuestión relevante se plantea en relación con la infracción del artículo 38 CE y del artículo 53 LCAP, relativos a la libertad de empresa. La STS no entiende que se produzca tal vulneración del principio de libertad de empresa ya que las cláusulas no imponen limitación alguna de la libre competencia y la cláusula de exclusividad está referida al servicio de mediación durante la vigencia del contrato, ya que el objeto de éste es la mediación y no el seguro. No se menoscaba con ello la libertad de las empresas aseguradoras en los contratos de seguros que la Administración pretenda realizar.

· STS de de 2 de octubre de 2007     (La Ley 154167/2004).
Recurso de casación interpuesto frente a la Sentencia de instancia que desestimó recurso contencioso administrativo contra la resolución de la Gerencia de los Hospitales de los Valles de Hebrón que acordó rescindir el contrato de limpieza del hospital materno-infantil, por incumplimiento contractual de la empresa, y procedió a la incautación de la fianza definitiva.

Se planteó como primer motivo de casación la producción de caducidad del expediente incoado para resolver el contrato. La STS afirma que la resolución del contrato constituye un procedimiento autónomo y no un mero incidente de ejecución de un contrato de obra, tal y como consideró la Sentencia de instancia, que tiene sustantividad propia, tal y como se desprende del artículo 60 LCAP, y ya declaró en la Sentencia de 27 de febrero de 2007. Por ello, al ser un procedimiento iniciado de oficio por la Administración debió resolverse dentro del plazo de tres meses y al no hacerlo, en virtud del artículo 44.2 LPAC, al tratarse de un procedimiento en el que la Administración ejercita potestades de intervención susceptibles de producir efectos desfavorables o de gravamen, se produce la caducidad. La STS considera que cuando la Administración dictó el acto de resolución definitiva del contrato y de incautación de la garantía había transcurrido con creces el plazo de tres meses y por ello procedía decidir la caducidad del expediente. 
B.- SERVICIOS PUBLICOS

· STS de 27 de abril de 2006   (La Ley 48825/2006)
Recurso de casación interpuesto por el Ayuntamiento de Torrent, el de Paterna y la entidad Aigües de Lhorta SA contra Sentencia del TSJ de Valencia que estimaba el recurso interpuesto por la entidad Aguas de Valencia SA contra el acuerdo de los anteriores Ayuntamientos por el que suscribía un convenio para la prestación del servicio de agua potable y alcantarillado.

El Ayuntamiento de Torrent creó una sociedad mixta con capital municipal mayoritario para la prestación del servicio de agua potable y alcantarillado. Simultáneamente se aprobó un convenio con el ayuntamiento de Paterna, y un convenio entre los Ayuntamientos de Torrent y Paterna, de una parte y la empresa mixta, Aigües de L´Horta, por otra, para la prestación del mencionado servicio. Consecuentemente la empresa mixta del Ayuntamiento de Torrent debía prestar los mencionados servicios a la población de otro municipio.

El TS desestima el recurso de casación al considerar que la prestación del servicio por la empresa mixta, no solo al municipio matriz, sino también a otros distintos supone la elusión de la libre concurrencia cuando se hace en virtud de convenio, sin atenerse a las reglas de selección de contratistas. A juicio de la Sala el artículo 154.2 TRLCAP no exime del cumplimiento de los principios generales de publicidad y concurrencia a las empresas locales de carácter mixto con participación mayoritaria, alcanzando esa exención únicamente a aquellas empresas con participación exclusiva del ente local.... aunque sin duda el propósito del legislador al aprobar el precepto se refería a las empresas que prestan el servicio publico en el propio municipio que las crea y no en otro distinto.

Por ultimo, y entrando con mayor claridad sobre la problemática planteada por la utilización de los convenios para la prestación de actividades incursas en el ámbito objetivo de los contratos de gestión de servicios públicos, se afirma que las entidades locales pueden hacer uso de su potestad organizativa para crear empresas instrumentales y pueden celebrar validamente convenios. Pero ello no implica que sea conforme al ordenamiento jurídico el uso de estas potestades de modo que implique eludir la libre concurrencia, no ateniéndose a la legislación sobre contratos de las Administraciones Publicas ni a la legislación comunitaria.

· STS de 27 de marzo de 2007     (La Ley 1151/2007).
Recurso de casación contra la sentencia dictada por el TSJA por la que se anula el acuerdo del Gobierno de Aragón por el que se autoriza al Ayuntamiento de Huesca  la dispensa del servicio de mercado por considerarlo innecesario.

Si bien el núcleo principal del pronunciamiento jurisprudencial hace referencia a la posibilidad de autorizar la dispensa de servicios necesarios por causas diferentes a las previstas en la legislación básica local, se abordan diversas cuestiones que considero de interés mencionar.

Se plantea la naturaleza jurídica del acto de autorización de la dispensa adoptado mediante acuerdo del Gobierno de Aragón, optando claramente la STS por considerarlo un acto definitivo no obstando a ello que posteriormente el Ayuntamiento pueda o no acogerse a la dispensa concedida, “pues la dispensa está autorizada y ésta la que se cuestiona e impugna”.

La STS considera que la legislación básica estatal solo prevé la autorización de dispensa de los servicios obligatorios cuando resulte de imposible o muy difícil cumplimiento el establecimiento y prestación de los mismos por el propio Ayuntamiento, y que aquella se impone a la competencia legislativa autonómica. Si bien admite que el artículo 45.5 LALA hace referencia a la innecesariedad del servicio, considera que las causas de dispensa están previamente definidas en el artículo 45.1 LALA, por lo que aquella, regulada con motivo de la posibilidad de hacer o no aportaciones, no puede considerarse un nuevo supuesto de dispensa y solo debe predicarse de los supuestos de imposibilidad o dificultad.

Por último, frente al supuesto quebrantamiento de las formas esenciales del juicio por infracción de las normas reguladoras de la sentencia o de las que rigen los actos y garantías procesales, aducido por los recurrentes con motivo de la inaplicación del artículo 45.5 LALA sin plantear cuestión de inconstitucionalidad, ni dar trámite de audiencia a las partes, el Tribunal considera que el mencionado artículo no ha sido inaplicado, al ser tenido en cuenta y valorado por la Sentencia recurrida, y que el Tribunal de instancia ha realizado un juicio de constitucionalidad de la norma autonómica sin que se le ofrezcan dudas al respecto, efectuando una interpretación  del artículo 45 LALA en su conjunto conforme a la legislación básica  entendiendo que la innecesariedad no se ha de estimar una nueva causa de dispensa y si como una referencia a los servicios que resulten innecesarios porque son de imposible o muy difícil cumplimiento.

· STS de 21 de mayo de 2007     (La Ley 118142/2007).

La STS aborda cuestiones típicas de los contratos de explotación de plazas de toros, junto con cuestiones que afectan a aspectos generales de la gestión de servicios públicos. A pesar de la especificidad de las cuestiones planteadas, dado que este trabajo se expone en las dependencias de la Diputación Provincial de Zaragoza, titular de la Plaza de toros de La Misericordia, entiendo de interés proceder a su análisis, en la medida que su doctrina puede ser de interés para futuras contrataciones. En la controversia planteada se cuestiona la validez de un informe emitido por el Centro de Asuntos Taurinos como documento vertebrador de la propuesta de la Mesa de Contratación, la valoración contenida en el mismo y la valoración que efectúa la Sentencia de instancia, alegándose arbitrariedad y desviación de poder en la actuación de la Administración, al modificar dicha Sentencia la contenida en aquel.

Abordaremos en primer lugar las cuestiones específicamente relacionadas con esta tipología de contratos de gestión y explotación de plazas de toros:

El pliego de condiciones establece que la adjudicación ha de realizarse teniendo en cuenta una serie de criterios entre los que figura “actividad en el mundo de los negocios taurinos”, concediéndose como máximo diez puntos exigiéndose acreditar que el licitador ha estado dedicado al menos durante diez años al negocio taurino y ha estado al frente de plazas de primera categoría. La STS considera que el cumplimiento de dicha exigencia no conlleva  un derecho a la obtención del máximo de la puntuación, sino que es un mínimo para que se pueda puntuar y desde el mínimo al máximo habrá de valorarse el numero de años además de los diez que como mínimo se exigen y la categoría o importancia de las plazas donde se ha ejercido la actividad de explotación de plaza de toros, todo ello en aras a la selección de la mejor oferta.

Junto a ello se pronuncia sobre la valoración de los siguientes extremos, efectuando una nueva valoración distinta, que no dispar, del informe técnico sobre el que la administración fundamento la adjudicación:

· Valoración del programa global de la temporada taurina y líneas generales de las dos siguientes. La STS considera que no es definitivo el solo hecho de ofertar más o menos festejos, máxime cuando la valoración tiene en cuenta la mayor precisión sobre los toreros del grupo A y de las ganaderías a contratar. 

· Potenciación de la plaza de toros como plaza de temporada. No se puede valorar solo el número de festejos, sino su distribución, publicidad, y que se especifiquen la categoría de festejos y matadores. 

· Valoración de las novilladas de promoción. Se efectúa teniendo en cuenta no solo el número de festejos sino también otros criterios como difusión, fechas...

· Valoración de medios materiales y personales de las licitadoras. El número de hectáreas disponible para las reses debe ser el necesario para cumplir el objetivo planteado, siendo indiferente que se ofrezcan más. En cambio no lo es que las fincas estén ya a disposición o que se puedan poner a disposición, así como la proximidad de las mismas a la ciudad donde se ubica la plaza de toros.

· Valoración del plan de publicidad

· Valoración sugerencias, propuestas venta y evitación reventa ilegal

· Valoración del régimen de abonos

· Valoración oferta de precios. La presentación pormenorizada de una lista de precios solo se exige, de acuerdo con el pliego, si se alteran los precios establecidos en el anexo.

· Valoración cuadra de caballos. Se valora la oferta concreta de dos cuadras de caballo frente a la realización de un concurso público para la selección de la cuadra de caballos.

· Valoración proyectos y sugerencias actividades culturales, artísticas y de promoción Se valora la mejor definición.

Cuestiones generales:

· Existencia de desviación de poder en la actuación de la Mesa de contratación al otorgar a la recurrente una puntuación que la ubicaba en el cuarto lugar de las ofertas presentadas cuando la valoración que realiza la Sentencia de instancia la coloca en el segundo lugar del escalafón. La STS considera que no existe tal desviación de poder porque las diferencias de puntuación entre ambas valoraciones son mínimas, porque ambas otorgaron mayor puntuación a la entidad que resultó adjudicataria y porque las mínimas diferencias muestran que el informe del Centro de Asuntos Taurinos ofreció motivos suficientes objetivos y motivados para que se pudiera disentir de su valoración y además razonarla. 

· Arbitrariedad de la Mesa de contratación al apartarse de las prescripciones técnicas y administrativas, y demostración de ello es que la valoración de la sala de instancia no utilizo ni tan siquiera informe pericial. A juicio de la STS no fue necesario informe pericial porque los criterios del informe del Centro de Estudios Taurinos eran claros, objetivos y permitían la revisión de la actuación de la Administración a partir de los propios criterios que ésta había determinado. 
2.  Tribunales Superiores de Justicia   (TSJ).-

A.- CONTRATACION

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE ANDALUCIA DE MÁLAGA

· ST de 27 de abril de 2007     (La Ley 76833/2007). 
Reclamación de cantidad en concepto de contrato de mantenimiento de ascensores de un Ayuntamiento. No existencia de razón para que quien presta un servicio a la Administración haya de soportar la falta de toda formalidad en la contratación administrativa, y por ello considera un abuso que la Administración se desentienda de las obligaciones contraídas basándose en la nulidad de ésta por infracciones formales causadas por ella (enriquecimiento injusto). Ejecutada la prestación del servicio de mantenimiento la Administración debe intereses de demora desde el día siguiente al transcurso del plazo de 2 meses contados desde la fecha de la emisión de la certificación, siendo este el dies a quo del devengo de intereses. Y por último, aborda el supuesto de derecho al abono del interés legal del dinero sobre deudas líquidas procedentes de intereses vencidos y no pagados, (anatocismo) considerando que hay que acudir a las reglas del artículo 1109 CC, de forma que la cantidad adeudada por intereses devengados del impago o retraso de la deuda principal debe ser incrementada con los intereses legales devengados por éstos, contados desde la fecha de la interposición del recurso.( los intereses vencidos devengan el interés legal desde que son judicialmente reclamados).
TRIBUNAL SUPERIOR DE CASTILLA- LA MANCHA

· ST de 15 de enero de 2007      (Aranzadi 2007/13179). 
Reclamación de responsabilidad patrimonial de un ayuntamiento por humedades registradas en el interior de vivienda particular como consecuencia de pavimentación de la calle en la que se encuentra ubicada, que solo pueden subsanarse levantando parte del acerado o interponiendo barreras entre acera y vivienda. Se desestima la pretensión indemnizatoria, entre otros pronunciamientos destaca, a los efectos del objeto de este seminario, que por falta de integración plena en la organización administrativa la administración no responda de los daños ocasionados por los concesionarios de servicios públicos vinculados a ella por un contrato de esta suerte, correspondiéndole la responsabilidad al concesionario excepto cuando sea producidos por causas imputables a la Administración Local , arbitrándose una solución similar para el resto de los contratos administrativos, siendo el contratista la correspondiente obligación reparatoria, salvo cuando los daños sean consecuencia inmediata y directa de una orden de la administración o  trajeren su causa de vicios del proyecto por ella elaborado.
TRIBUNAL SUPERIOR DE MADRID

· ST de 16 de enero de 2007     (Aranzadi 2007/206101).
Se ratifica la sentencia de instancia por la que se declara la nulidad del acto de adjudicación a una mercantil de la explotación de dos alojamientos turísticos titularidad del Ayuntamiento, siendo la alcaldesa administradora única y apoderada de la mercantil adjudicataria. Motiva la resolución en la STS de 31 de mayo de 2004 por la que se establece que a los concejales les son aplicables la prohibición para contratar prevista en el artículo 20.e) TRLCAP debe considerarse que nos encontramos ante una prohibición de contratar más que ante una incompatibilidad por lo que considera que el artículo 178.3 LOREG por la que cuando se produzca una situación de incompatibilidad el afectado deberá optar por la renuncia a la condición de concejal o el abandono de la situación que da origen a la incompatibilidad debe interpretarse de forma que dicha opción se ejercite antes de la adjudicación del contrato, no después de la notificación de ésta. Por último respecto de la condición prevista en dicho artículo por la que la incompatibilidad solo procederá respecto de los contratos total o parcialmente financiados por la entidad local, entiende que es irrelevante el expediente de construcción de los alojamientos turísticos y de su explotación sean distintos, lo relevante es los edificios son de dominio municipal.

· ST de 26 de enero de 2007       (Aranzadi 2007/205645).
Recurso de apelación contra Sentencia del Juzgado de instancia por la que se anula la convocatoria de concurso efectuada por una Universidad para la adjudicación de los servicios de gestión financiera y  coordinación de actividades del Plan Tecnológico. Tanto la Sentencia de instancia como el TSJ consideran que el artículo 202.1 TRLCAP al posibilitar la contratación administrativa de ciertos servicios de carácter técnico, económico, industrial o análogos, impone que se justifique debidamente bien que los medios materiales y personales son insuficientes, bien que no son los adecuados, o que no es conveniente la ampliación de los medios existentes para cubrir las necesidades de que se trata.

El TSJ considera que “justificar adecuadamente”, va más allá del deber de “motivar”, por lo que no resulta de aplicación ciertos remedios que sustituyen o evitan la anulabilidad de una motivación insuficiente, tales como la motivación por remisión, por el contexto o el examen de los pliegos, entre otros. La justificación debida se impone porque es un requisito previo para que la Administración pueda ejercer la potestad administrativa de contratar y exige que la Administración suministre los datos de hecho relativos a los medios personales con que cuenta, es decir la descripción del personal, y sus capacidades, sus tareas y su titulación y formación técnica. No basta un mero informe afirmando que “no se disponen los medios personales adecuados, ni otras afirmaciones de tenor similar del artículo 202.1 TRLCAP se deriva la exigencia de que la Universidad informe del personal con el que cuenta y  detalle su formación y cualificación y que con ello de prueba cumplida de que se producen las circunstancias enumeradas en aquel.

· ST de 27 de abril de 2007       (Aranzadi 2007/336).
Recurso de apelación contra Sentencia del Juzgado de instancia por la que se declara la nulidad de la convocatoria de los concursos de contratos de consultoría y asistencia para la redacción de proyecto y dirección facultativa y de instalación y apertura, respectivamente, de un centro social en un municipio de Madrid, así como de la adjudicación del contrato, debiendo retrotraerse las actuaciones a fin de que eliminar la exigencia de haber redactado proyectos por importe mínimo de 75 millones de euros.

La ST, si bien asume que la solvencia técnica y profesional se puede valorar por la Administración teniendo en cuenta uno de los criterios establecidos en el artículo 19 TRLCAP y que los medios para acreditar los mismos no tienen carácter de numerus clausus, disponiendo aquella de un cierto margen de discrecionalidad, considera que la experiencia exigida tiene que ser proporcionada a la importancia del proyecto, pues no es lo mismo el proyecto de reforma de un gran museo que un centro municipal, por lo que se deduce que la cláusula está redactada no para acreditar la experiencia de los arquitectos sino para excluir a buena parte de éstos que podrían participar en la licitación. La experiencia profesional de un arquitecto se acredita mediante los trabajos efectivamente realizados en tanto que el importe de las obras a que se refieren los proyectos redactados es un medio indirecto e inseguro de apreciar la experiencia, de forma que el uso de ese medio tiene que tener una justificación objetiva y razonada.

· ST de 12 de junio de 2007     (Aranzadi 2007/505).
Recurso de apelación contra Sentencia por la que se estimaba en parte recurso contencioso administrativo contra resolución municipal que estimó en parte el abono de intereses de demora por abono tardío de certificaciones de obra. La Sentencia de instancia fijó como dies a quo el transcurso de dos meses desde la emisión de certificaciones tanto de obra parciales como final, y aceptó el anatocismo o existencia de intereses legales de los intereses de demora.

En relación con la determinación del “dies a quo”, día inicial del cómputo del periodo generador de intereses de demora por retraso en el pago de certificación final: Si, de conformidad con los artículos 110.4 y 147 TRLCAP, dentro del plazo de dos meses a contar a partir de la recepción deberá aprobarse la certificación final de las obras ejecutada, transcurrido el mismo comienza a computarse el plazo de dos meses establecido en el artículo 99.4 TRLCAP para el devengo de intereses de demora.

Respecto de  la determinación del “dies a quo” del periodo generador de intereses de demora por retraso en certificaciones parciales: Aplicación del artículo 99.4 TRLCAP que dispone que se generan a partir del cumplimiento del plazo de dos meses siguientes a la fecha de expedición. No basta con alegar retraso en la expedición  por el Director de obra, debe analizarse el caso concreto, sin perjuicio de la previsión de audiencia previa a dicha emisión  al contratista  para que alegue lo que a su derecho convenga respecto de eventuales irregularidades, sin que conste protesta alguna del recurrente. En todo caso si la certificación se demoró por culpa del director de obra cabe reclamar contra él.

Respecto del anatocismo o intereses legales de los intereses de demora, tienen lugar cuando han sido claramente determinados y configurados como líquidos, lo que no sucede en el supuesto de autos porque los parámetros de los que han de partirse para su cómputo son distintos de los que antes reclamaron y se tuvieron en cuenta., puesto que tanto en la Sentencia apelada como en la presente se han modificado la cantidad de intereses reclamada por el recurrente tanto en lo relativo a los días iniciales como en relación a la base sobre la que deberían calcularse. Por ello se de desestima el pago de los intereses de los intereses. 

B.- SERVICIOS PUBLICOS

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE MADRID

· ST de 7 de mayo de 2007       (Aranzadi 2007/362).
Recurso de apelación contra ST de instancia que desestimo el recurso contencioso interpuesto por una mercantil que había participado en la licitación de la adjudicación del contrato de prestación de servicio turístico del Ayuntamiento de Madrid, contra acuerdo la Comisión de Gobierno por el que se modifica dicho contrato de servicio de transporte turístico.

Se estima el recurso porque las modificaciones producidas no dan cumplimiento a lo previsto en el artículo 101.1 y 163.1 TRLCAP que exige que una vez perfeccionado el contrato solo podrán introducirse modificaciones por razón de interés público, siempre y cuando sean debidas a necesidades nuevas o causas imprevistas debidamente justificadas en el expediente.

Así se consideran contrarias a Derecho las modificaciones relativas al número y características de determinados vehículos especiales que fueron un criterio especialmente atendido con motivo de la adjudicación y que en ningún momento fueron aportados al servicio por la adjudicataria. “Siendo injustificable que la Administración contratante de manera arbitraria, sin ninguna consideración para el interés público, exonere del cumplimiento de dicha condición a la contratista.

En idéntico sentido, se pronuncia el Tribunal respecto de las modificaciones de los itinerarios del servicio, que suponen una reducción del inicialmente previsto y adjudicado, motivado por golpes en la cabeza que se produjeron dos viajeros que no tomaron las anunciadas precauciones, al iniciar el autobús su entrada en el túnel de la Plaza de Oriente, y por el deterioro que sufre el pavimento en superficie de dicha plaza por el paso de los autobuses. Se considera que es responsabilidad de la adjudicataria hacer cumplir las medidas de seguridad adecuadas para los usuarios y se entiende que el acondicionamiento y habilitación de las vías públicas es responsabilidad municipal.  
III)   OTROS DOCUMENTOS RELEVANTES.-

1.  Informes y Dictámenes de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa del Ministerio de Economía y Hacienda.-

· Informe 2/07, de 22 de enero de 2007. 

Recomendación de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de 22 de enero de 2007 respecto de la aplicación de importes de los contratos para determinar si procede la aplicación de la publicidad de los anuncios de los procedimientos de adjudicación y de las adjudicaciones de los mismos en el Diario Oficial de la Unión Europea.  

· Informe 55/06, de 26 de marzo de 2007. 

Cuestiones afectas a la competencia de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa. Disconformidad sobre la interpretación de los criterios aplicables al tipo impositivo del Impuesto sobre el Valor Añadido consignado en los pliegos.  

· Informe 56/06, de 26 de marzo de 2007. 

Concursos con intervención de jurado. Obligación de establecer pliegos que regule el contrato. Aplicación de la solvencia y prohibiciones de contratar. Orden de intervención del Jurado y de la Mesa de Contratación.  

· Informe 61/06, de 26 de marzo de 2007. 

Posibilidad de que las entidades locales celebren contratos de arrendamiento financiero sobre bienes inmuebles y naturaleza de estos contratos.  

· Informe 62/06, de 26 de marzo de 2007. 

Aplicación de la Ley 32/2006, de 18 de octubre, de subcontratación a los contratos de las Administraciones Públicas.  

· Informe 1/07, de 26 de marzo de 2007. 

Posibilidad de formar parte de las Mesas de Contratación de un ayuntamiento, en calidad de vocales, de funcionarios o personal laboral de otras Administraciones Públicas.  

· Informe 10/07, de 26 de marzo de 2007. 

Calificación de determinados contratos de las Entidades locales a efectos de la legislación de contratos de las Administraciones Públicas.  

· Informe 11/07 de fecha 26 de marzo de 2007. 

Régimen jurídico aplicable a los contratos de instalación de ascensores en dependencias administrativas. Contratos mixtos.  

· Informe 12/07 de 26 de marzo de 2007. 

Cuestiones afectas a la competencia de la Junta Consultiva de Contratación Administrativas.  

· Informe 13/07 de 26 de marzo de 2007. 

Régimen de la exigencia en los procedimientos negociados sin publicidad de la consulta a empresas capacitadas para ejecutar el contrato.  

· Informe 14/07, de 26 de marzo de 2007. 

Cuestiones afectas a la competencia de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa. Imposibilidad de emitir los informes en relación con expedientes concretos, asumiendo funciones de otros órganos e imposibilidad de solicitar a diversos órganos informes sobre los mismos extremos.  

· Informe 15/07, de 26 de marzo de 2007. 

Consideración como medio propio de unos ayuntamientos de una sociedad mercantil cuyo capital pertenece a una mancomunidad de municipios en los que aquellos participan.  

· Informe 17/07, de 26 de marzo de 2007. 

Posible extensión de efectos de los informes que adopten los órganos consultores de las Comunidades Autónomas.  

· Informe 18/07, de 26 de marzo de 2007. 

Admisibilidad de la figura de los contratos menores en los contra-tos privados de las Entidades locales.  

· Informe 19/07, de 26 de marzo de 2007. 

Determinación del grupo y subgrupo de clasificación exigible en el contrato de prestación de servicios técnicos e iluminación, sonido y regiduría. Requisito de aplicación del artículo 25.5 de Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.  

· Informe 20/07, de 26 de marzo de 2007. 

Inclusión en el sobre de la documentación administrativa de aspectos que corresponden a al proposición del licitador defectos insubsanables.  

· Informe 21/07, de 30 de marzo de 2007. 

Acuerdo por el que se adoptan criterios interpretativos para la aplicación del artículo 2.1 de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.  

· Informe 25/07, de 5 de julio de 2007. 

Devolución de la garantía provisional a una empresa que cuya proposición se ha apreciado que contiene indicios de constituir una oferta anormalmente baja.  

· Informe 26/07, de 5 de julio de 2007. 

Calificación de un contrato para la gestión de un tanatorio.  

· Informe 28/07, de 5 de julio de 2007. 

Calificación por su objeto de diversos contratos administrativos.  

· Informe 29/07, de 5 de julio de 2007. 

Posibilidad de aplicar a la construcción de un edificio para sede del Ayuntamiento la modalidad de renting.  

· Informe 30/07, de 5 de julio de 2007. 

Posibilidad de incluir como criterio de adjudicación del concurso en un contrato de obras la valoración de la memoria constructiva.  

· Informe 31/07, de 5 de julio de 2007. 

Posibilidad de que en los concursos con admisión de variantes, se pueda establecer en el pliego de cláusulas administrativas particulares un presupuesto base de licitación para la solución base y otros para las diferentes variantes que se admitan.  

· Informe 32/07, de 5 de julio de 2007. 

Pliego de cláusulas administrativas particulares para el concurso, por procedimiento abierto de la concesión para la construcción y explotación de la Autopista R-1, Variante de la carretera N-I, tramo: M-40- Santo Tomé del Puerto (1ª fase; subtramo: enlace con la autopista Eje Aeropuerto (M-12) y R-2- variante de El Molar.  

· Informe 33/07, de 5 de julio de 2007. 

Cauce adecuado para solicitar informes a la Junta.  

· Informe 34/07, de 5 de julio de 2007. 

Cómputo del plazo aplicable para la primera revisión de precios una vez cumplidos los requisitos de ejecución del contrato exigidos por el artículo 104.3 de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.  

· Informe 36/07, de 5 de julio de 2007. 

Aplicación singular de determinados medios de valoración de solvencia referidos a la acreditación de experiencia en trabajos realizados en un lugar determinado.
2.  Informes y Dictámenes de los órganos de las Comunidades Autónomas.-

B)
Cataluña


Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

· Informe 1/2007, de  19 de abril, del PLENO de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya.

Proyecto de decreto por el cual se regula el establecimiento de los convenios y contratos de gestión de servicios asistenciales en el ámbito del Servicio Catalán de la Salud.

· Informe 1/2007, de  19 de abril, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya.

Naturaleza de los contratos municipales sobre alienación o gravamen de los terrenos del patrimonio municipal del suelo y de la vivienda. Modalidades de contratación para la edificación de la vivienda protegida. Posibilidad de celebrar un contrato administrativo mixto que permita la construcción de vivienda protegida municipal y la alienación a favor del constructor de terrenos integrantes del patrimonio municipal del suelo y vivienda.

· Informe 2/2007, de  19 de abril, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya.

Viabilidad del sistema planteado por la Diputación de Barcelona para la gestión de las políticas de vivienda protegida de los municipios.

· Informe 3/2007, de  28 de junio, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya.

Posibilidad de incluir en los pliegos de cláusulas administrativas correspondientes a licitaciones relativas a tecnologías de la información una cláusula que obligue a las empresas adjudicatarias a abonar un 1% del importe del contrato a favor del Fondo de Solidaridad Digital.

· Informe 4/2007, de  28 de junio, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya.

Interpretación del artículo 3.1.I) del Texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, en relación con las fundaciones del sector público.

D)
Andalucía

Órgano:   Comisión Consultiva de Contratación Administrativa.

· Informe 7/2006, de 17 de noviembre.

Sobre tramitación de expediente para la contratación de suministro. 

· Informe 2/2007, de 1 de marzo.

Sobre umbrales de aplicación en las Directivas en materia de procedimientos de adjudicación de contratos públicos. 

· Informe 3/2007, de 1 de marzo.

Sobre los aspectos económicos y técnicos en los procedimientos negociados. 

· Recomendación 4/2007, de 22 de marzo.

Sobre valoración de ofertas en los casos de exención del Impuesto sobre el Valor Añadido. 

· Informe 5/2007, de 12 de abril.

Sobre el derecho de tanteo en los contratos de concesión de servicios públicos. 

· Informe 6/2007, de 12 de abril.

Sobre proposiciones con diversidad de importes y aceptación de su incoherencia por el licitador. 

· Informe 7/2007, de 18 de abril.

Sobre el significado del alcance de la prórroga en los contratos. 

· Informe 8/2007, de 24 de mayo.

Sobre cuestiones relativas a la fijación del presupuesto y a la prórroga de los contratos de consultoría y asistencia y de servicios. 

· Informe 12/2007, de 24 de septiembre. 

Legitimación de los apoderados para expedir certificados válidos sobre inexistencia de incompatibilidades a efectos de lo establecido en el artículo 9 de la Ley 3/2005, de 8 de abril, de incompatibilidades de Altos Cargos de la Administración de la Junta de Andalucía.

H)
Murcia

Órgano:   Junta Regional de Contratación Administrativa.

· Informe 02/2006, de 17 de marzo. 

Consulta relativa a la interpretación del artículo 160.1 del Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas. 

· Informe 03/2006, de 17 de marzo. 

Consulta relativa a la posibilidad legal de que la Administración Regional pueda ocupar la posición jurídica de subarrendataria.

I)
Comunidad Valenciana

Órgano:   Junta Superior de Contratación Administrativa.

· Informe 1/2007, de 16 de mayo de 2007.

Al proyecto de Decreto del Consell por el que se crea el Grupo Ejecutivo de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones de la Generalitat. (GETIC). 

· Informe 2/2007, de 19 de junio. 

Contrato de concesión de obra pública para la construcción y explotación del edificio universitario destinado a albergar la Escuela Técnica Superior de Ingeniería. Improcedencia del contrato de concesión de obra pública.

· Informe 3/2007, de 18 de octubre. 

Modificación contrato de gestión de servicio público de abastecimiento de agua potable. Alteración sustancial de las condiciones esenciales del contrato. Necesidad de nueva licitación.

J)
Aragón

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

· Informe 1/2006, de 14 de diciembre.

Sobre “buenas prácticas medioambientales a considerar en la contratación de las obras públicas”. 

· Informe 1/2007, de 8 de marzo.

Sobre “la consideración de la sociedad estatal TRAGSA como medio propio de la Comunidad Autónoma de Aragón y la posibilidad de efectuar en su favor encargos de ejecución”.

· Informe 2/2007, de 12 de abril.

Sobre “valoración de las ofertas cuando concurren licitadores exentos de IVA junto con otros no exentos”.

· Informe 3/2007, de 6 de septiembre.

Sobre la adaptación de modelos de pliegos tipo de cláusulas administrativas particulares del departamento de educación, cultura y deporte.

L)
Canarias

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

· Informe 1/2007, de 25 de enero.

Sobre diversos aspectos relativos a determinadas condiciones establecidas en las licitaciones para la adjudicación de contratos de servicios de vigilancia y seguridad. 

· Recomendación 1/2007, de 29 de mayo.

Respecto a texto a añadir a los pliegos tipo para contratos de obra y de dirección de obra, en las cláusulas que hacen referencia a la subcontratación, así como redacción a dar a las cláusulas relativas a la clasificación de las U.T.E. 

· Informe 2/2007, de 29 de mayo.

Sobre valoración de las ofertas económicas cuando concurren licitadores exentos de IGIC. 

· Informe 3/2007, de 4 de octubre.

Sobre el establecimiento por la Dirección General de Seguridad y Emergencias de criterios técnicos generales para la contratación de servicios de vigilancia, protección y seguridad. 

· Informe 4/2007, de 4 de octubre.

Sobre posibilidad de que el Servicio Canario de Salud o el Consorcio Sanitario de Tenerife encomienden la gestión de servicios de estudios de resonancia magnética a una entidad mercantil cuyo capital es íntegramente participado por el Cabildo Insular de Tenerife. 

· Informe 5/2007, de 4 de octubre.

Sobre diversas cuestiones relativas   a la contratación de los suministros contemplados en el art. 172.1.a) del TRLCAP, y su agrupación por lotes.

N)
Extremadura

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

· Informe 1/2004, de 1 de julio de 2004. 

Naturaleza jurídica y tramitación aplicable a la contratación de obras de arte. 

· Informe 1/2006, de 4 de abril de 2006. 

Forma y momento en que ha de formularse la declaración responsable ante autoridad administrativa exigida por el texto refundido de la ley de contratos de las administraciones públicas. 

· Informe 2/2006, de 1 de diciembre de 2006. 

Posibilidad de utilizar la figura del contrato menor en los suministros previamente homologados en virtud del Decreto 163/2004, de 26 de Octubre.

O)
Islas Baleares

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

· Informe 1/05, de 24 de febrer de 2005.

Fundacions. Grau de subjecció al text refós de la llei de Contractes de les administracions públiques. Naturalesa jurídica de la Fundació Illesport.

· Informe 2/05, de 24 de febrer de 2005.

Documentació administrativa. Possibilitat d'utilitzar la mateixa documentació administrativa aportada en un procés d'adjudicació d'un contracte públic, per a la licitació d'un altre. 

· Informe 3/05, de 17 de març de 2005.

Autorització excepcional i prèvia a convocatòria de concurs, per part del Consell de Govern de la Caib, de contractació amb empreses no classificades en contractes de pressupost superior a 120.202,42 €.

· Informe 4/05, de 28 d' abril de 2005

Adjudicació del contracte en un concurs, una vegada transcorregut el termini de tres mesos de l'article 89 de la llei de Contractes de les administracions públiques (LCAP).

· Informe 5/05, de 9 de juny de 2005

Contractes que subscriuen les empreses públiques de l’Administració Autonòmica de les Illes Balears amb mitjans propis instrumentals. Habilitació per contractar. L’abast de la contractació. 

· Informe 6/05, de 29 de juny de 2005

Serveis professionals de procurador dels tribunals. Representació judicial del Consell de Mallorca. Àmbit d'aplicació a aquests contractes de la legislació de contractes de les administracions públiques. 

· Informe 7/05, de 13 de juliol de 2005

Contracte d'obres. Exigència en el plec de clàusules administratives particulars d'oferir millores valorades. Proposició que conté millores no valorades.

· Informe 8/05, de 29 de setembre de 2005

Contracte de gestió de serveis públics. UTE contractista. Transformació en Societat Anònima. Autorització. Cessió de contracte.

· Informe 9/05, de 29 de setembre de 2005

Contracte de compravenda de béns immobles. Incompatibilitat i prohibició de contractar de regidor administrador d'empresa licitadora.

· Informe 10/05, de 27 d'octubre de 2005

Contracte de Gestió de Serveis Públics. Concessió. Prevalença de les clàusules del contracte sobre les prescripcions de la Llei en matèria de Revisió de Preus. Consideració d'índex o fórmula oficial de revisió de preus. (petició d’informe retirat).

· Informe 11/05, de 15 de desembre de 2005

Contractes de Gestió de Serveis Públics en matèria de serveis socials. Preferència de lleis. Possibilitat que entitats privades amb finalitat de lucre concorrin a les licitacions.

P)
Madrid

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

· Informe 1/2007, de 22 de marzo.

Sobre pliego de cláusulas administrativas particulares reguladoras de los procedimientos negociados deducidos de contrato marco para el suministro de medicamentos a los centros dependientes del Servicio Madrileño de Salud, para su adopción como pliego tipo.

· Acuerdo 1/2007, de 22 de marzo.

Sobre adaptación de los modelos de pliegos de cláusulas administrativas particulares informados por la Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

· Informe 2/2007, de 22 de marzo.

Sobre modificación de la fórmula de revisión de precios en contratos de gestión de servicios públicos

· Informe 3/2007, de 22 de marzo.

Sobre derecho de acceso de los licitadores al expediente de contratación

· Acuerdo 2/2007, de 31 de mayo.

Por el que se informa favorablemente el modelo de pliego de cláusulas administrativas particulares de general aplicación, que ha de regir el acuerdo marco para suministro, a adjudicar por procedimiento abierto mediante concurso, que podrá ser establecido como pliego tipo por los órganos centralizadores de la Comunidad de Madrid, en el ámbito de su competencia

· Acuerdo 3/2007, de 31 de mayo.

Sobre adaptación de los modelos de pliegos de cláusulas administrativas particulares de obras y de concesión de obras públicas, informados por la Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

· Informe 4/2007, de 31 de mayo.

Sobre consulta de la empresa Tres Cantos, S.A. en relación con una proposición económica defectuosa y documentación administrativa subsanada fuera de plazo.

· Informe 5/2007, de 12 de julio.

Sobre procedimiento para concertar la gestión de contingencias profesionales de los trabajadores de la Comunidad de Madrid.
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